AMPARO INDIRECTO
QUEJOSO:

NOMBRE
ASUNTO: SE INTERPONE DEMANDA DE GARANTÍAS.
C. JUEZ DE DISTRITO EN TURNO

P R E S E N T E

NOMBRE, con carácter de ciudadana de los ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,  por  mi propio Derecho, señalando como domicilio convencional para oír y recibir toda clase de documentos y notificaciones el ubicado en Avenida Vallarta 1312, Colonia Americana CP 44160, en esta ciudad de Guadalajara, Jalisco; y autorizando en amplios términos de lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley de Amparo a los Licenciados en Derecho Jorge Alberto Contreras Bravo y Mauricio Virués Carrera con cédula profesional 3258864 y 6098428, ante Usted C. Juez, con el debido respeto comparezco y expongo:
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, fracción I; 2,  17, fracción I; 107, fracción I; 108, 110 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; venimos en tiempo y forma a interponer el presente, solicitando el AMPARO Y PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL, por violación en mi perjuicio, que más adelante serán detalladas.

 
Con el propósito de cumplir con lo ordenado por el artículo 108 de la Ley de Amparo, expreso:
I.- NOMBRE Y DOMICILIO DEL QUEJOSO:

El nombre de la suscrita quejosa y el domicilio convencional para oír y recibir cualquier clase de documentos y notificaciones, quedaron expresados en el proemio del presente.

II.- NOMBRE Y DOMICILIO DEL TERCERO INTERESADO:

No existe.

"LEYES, TERCEROS EN AMPARO CONTRA LAS. No puede sostenerse que en el amparo contra una ley existe tercero perjudicado, porque nadie puede sostener que se ha expedido en su favor por otra parte, "no basta para tener como tercero perjudicado, en el juicio de amparo, a determinada persona, el que el mismo promovente la designe como tal; porque en el juicio de garantías las partes tienen derecho de intervenir, en virtud de una disposición de la Ley, que no puede ser derogada por voluntad de las partes". 
Amparo administrativo en revisión 10182/49. Cía. Singer de Máquinas de Coser. 30 de noviembre de 1950. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Manuel Bartlett. Ponente: Franco Carreño.

(El realce es propio)
III.- AUTORIDAD O AUTORIDADES RESPONSABLES:

1. El C. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos: con domicilio en Palacio Nacional, Colonia Centro, C.P. 06067, en la Ciudad de México, Distrito Federal.

2. El H. Congreso de la Unión integrado por:

a) La H. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: Con domicilio en Av. Congreso de la Unión No. 66, Colonia del Parque, Delegación Venustiano Carranza, C.P. 15960, Edificio E, Primer Piso, Ala Norte, en la Ciudad de México, Distrito Federal.

b) La H. Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión: Con domicilio en Av. Paseo de la Reforma No. 35, esquina Insurgentes Centro, Colonia Tabacalera, Delegación Cuauhtémoc, en la Ciudad de México, Distrito Federal, C.P. 06030, en la Ciudad de México, Distrito Federal.

3. El C. Presidente del Instituto Federal de Telecomunicaciones. Con domicilio en Insurgentes Sur #1143 Colonia Noche Buena, Delegación Benito Juárez, CP. 03720 en la Ciudad de México, Distrito Federal.
IV.- LA NORMA GENERAL, ACTO U OMISIÓN QUE DE CADA AUTORIADAD SE RECLAME:

Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión en sus artículos 189 y 190 fracciones I, II, III, VI, VII, VIII, IX y XII. 

1. Del H. Congreso de la Unión, integrado por la Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores se reclama la discusión, aprobación y expedición del “ DECRETO por el que se expiden la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y la Ley del Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano; y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones en materia de telecomunicaciones y radiodifusión.”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 14 de julio de 2014, mismo que entró en vigor a partir del día 14 de agosto de 2014.
2. Del C. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, se reclama la abstención de vetar la expedición, promulgación y la orden de publicación del “DECRETO por el que se expiden la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y la Ley del Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano; y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones en materia de telecomunicaciones y radiodifusión.”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 14 de julio de 2014, mismo que entró en vigor a partir del día 14 de agosto de 2014.}
3. Del C. Presidente del Instituto Federal de Telecomunicaciones, como representante del Instituto Federal de Telecomunicaciones se reclama la aplicación y ejecución del Decreto que se reclama de las demás autoridades, así como la expedición de los lineamientos que los concesionarios de telecomunicaciones deberán seguir para la entrega de datos, según refiere el numeral 189 de la Ley que se reclama.
V.- BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD MANIFIESTO QUE LOS HECHOS Y ABSTENCIONES QUE CONSTAN Y QUE CONSTITUYEN LOS ANTECEDENTES DEL ACTO RECLAMADO Y EL FUNDAMENTO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN:
PRIMERO.- El veinticuatro de marzo del dos mil catorce, el C. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción I, y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sometió a la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, la iniciativa de Ley Federal de Telecomunicaciones.
SEGUNDO.- Con fecha 08 ocho de julio del año 2014 dos mil catorce, el Congreso de la Unión aprobó la minuta del Decreto mediante el cual se expide la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión y La Ley del Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones en materia de Telecomunicaciones y Radiodifusión.
TERCERO.- El catorce de julio del dos mil catorce, el C. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, promulgó la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, misma que se publicó en el Diario Oficial de la Federación en la misma fecha.

CUARTO.- El catorce de agosto del presente año entró en vigor la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión de acuerdo con el artículo Primero Transitorio del decreto con el que se expidió dicha Ley.

VI.- CONCEPTOS DE VIOLACIÓN

Los artículos 189 y 190 de la Ley Federal de Telecomunicaciones son violatorios del derecho humano a la privacidad o vida privada, así como del de protección de datos personales, por lo que contradicen los artículos 1, 6, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y políticos, el artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el artículo 16 de la Convención sobre Derechos del Niño y el artículo 11 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, además de ser contrarios a las garantías de legalidad y seguridad jurídica.

A efecto de legitimar los conceptos de violación que se hacen a través de la presente vía constitucional, sirven de apoyo las siguientes interpretaciones del Poder Judicial de la Federación, que a la letra estipulan:

PRINCIPIOS DE OPTIMIZACIÓN INTERPRETATIVA DE LOS DERECHOS HUMANOS RECONOCIDOS EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (UNIVERSALIDAD, INTERDEPENDENCIA, INDIVISIBILIDAD Y PROGRESIVIDAD). ORIENTAN LA INTERPRETACIÓN DE LOS PRECEPTOS CONSTITUCIONALES EN ESA MATERIA Y SON DE INELUDIBLE OBSERVANCIA PARA TODAS LAS AUTORIDADES.

El 10 de junio de 2011 se promulgaron reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos humanos, de las que sobresale la modificación de su artículo 1o. que establece la obligación de toda autoridad, de promover, respetar y garantizar los derechos humanos, favoreciendo la protección más amplia posible a favor de la persona, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En virtud de éstos, la valoración de los derechos fundamentales queda vinculada a la premisa de que deben respetarse en beneficio de todo ser humano, sin distinción de edad, género, raza, religión, ideas, condición económica, de vida, salud, nacionalidad o preferencias (universalidad); además, tales derechos han de apreciarse como relacionados de forma que no sería posible distinguirlos en orden de importancia o como prerrogativas independientes, prescindibles o excluyentes unas ante otras, sino que todos deben cumplirse en la mayor medida posible, así sea en diferente grado por la presencia de otro derecho fundamental que también deba respetarse y que resulte eventualmente preferible, por asegurar un beneficio mayor al individuo, sin que el derecho fundamental que ceda se entienda excluido definitivamente (indivisibilidad e interdependencia); asimismo, con el entendimiento de que cada uno de esos derechos, o todos en su conjunto, obedecen a un contexto de necesidades pasadas y actuales, mas no niegan la posibilidad de verse expandidos, por adecuación a nuevas condiciones sociales que determinen la necesidad y vigencia de otras prerrogativas que deban reconocerse a favor del individuo (progresividad). De esta guisa, los referidos principios orientan la interpretación de los restantes preceptos constitucionales en materia de derechos fundamentales, conduciendo a su realización y observancia más plena e inmejorable posibles, vinculando el proceder de toda autoridad en el cumplimiento del mandato de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos reconocidos en la Constitución y los tratados internacionales de la materia, por lo que se constituyen como auténticos principios de optimización e interpretación constitucional que el legislador decidió objetivar en la Norma Suprema y, que por ende, resultan de ineludible observancia para todas las autoridades, y más aún para las jurisdiccionales.
El artículo 1º de la Constitución, establece la obligación de toda autoridad, de promover, respetar y garantizar los derechos humanos, favoreciendo la protección más amplia posible a favor de la persona, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.
La valoración de los derechos fundamentales queda vinculada a la premisa de que deben respetarse los derechos humanos en beneficio de todo ser humano, sin la negación de verlos expandidos, por adecuación a nuevas condiciones sociales que determinen la necesidad y vigencia de otras prerrogativas que deban reconocerse a favor del individuo.

Los principios orientan la interpretación de los restantes preceptos constitucionales en materia de derechos fundamentales, conduciendo a su realización y observancia más plena e inmejorable posibles, vinculando el proceder de toda autoridad en el cumplimiento del mandato de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos reconocidos en la Constitución Constituyen principios de optimización e interpretación constitucional que el legislador decidió objetivar en la Norma Suprema y, que por ende, resultan de ineludible observancia para todas las autoridades. 

PROGRESIVIDAD. CÓMO DEBE INTERPRETARSE DICHO PRINCIPIO POR LAS AUTORIDADES A PARTIR DE LA REFORMA QUE SUFRIÓ EL ARTÍCULO 1O. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011.

El principio de progresividad persigue, esencialmente, la aplicación preferente de aquel ordenamiento que contemple un mayor beneficio al gobernado respecto de sus derechos humanos, por ello las autoridades deben estar atentas a la evolución de éstos, especialmente en los tratados internacionales, pues puede suceder que exista contraposición entre un derecho humano que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el previsto en el tratado, en cuyo caso, si éste es de mayor beneficio para la persona, es el que debe aplicarse, en observancia al referido principio y acorde con los fines de justicia, equidad y solidaridad social perseguidos por el Constituyente Permanente a partir de la reforma al artículo 1o. de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011.

TESIS CORTE INTERAMERICANA:

“... 102. El Tribunal observa que el desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales ha sido materia de pronunciamiento por parte del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en el sentido de que la plena efectividad de aquéllos “no podrá lograrse en un breve período de tiempo” y que, en esa medida, “requiere un dispositivo de flexibilidad necesaria que refleje las realidades del mundo [...] y las dificultades que implica para cada país el asegurar [dicha] efectividad”. En el marco de dicha flexibilidad en cuanto a plazo y modalidades, el Estado tendrá esencialmente, aunque no exclusivamente, una obligación de hacer, es decir, de adoptar providencias y brindar los medios y elementos necesarios para responder a las exigencias de efectividad de los derechos involucrados, siempre en la medida de los recursos económicos y financieros de que disponga para el cumplimiento del respectivo compromiso internacional adquirido 88. Así, la implementación progresiva de dichas medidas podrá ser objeto de rendición de cuentas y, de ser el caso, el cumplimiento del respectivo compromiso adquirido por el Estado podrá ser exigido ante las instancias llamadas a resolver eventuales violaciones a los derechos humanos...”

Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Acevedo Buendía Y Otros (“Cesantes y Jubilados de La Contraloría”) Vs. Perú, Sentencia de 1 de Julio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas)

“... 21. La Corte entiende que es reclamable o exigible la observancia del artículo  26 -norma imperiosa, no solo sugerencia política- ante instancias llamadas a pronunciarse sobre ese extremo, en el marco del Derecho interno o en el ámbito externo, conforme a las decisiones constitucionales y a los compromisos internacionales adquiridos por el Estado. La valoración tiene dos dimensiones: la observancia de la progresividad, atenta al máximo esfuerzo para conseguirla, y la negación de la regresividad, que contraría los postulados y el espíritu del corpus juris de los derechos humanos y que también debe ser valorada por las jurisdicciones correspondientes...”

Voto Concurrente del Juez Sergio García Ramírez en Relación con la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso

Acevedo Buendía y Otros (“Cesantes y Jubilados de La Contraloría”) del 1 de Julio de 2009. 

Debe darse la aplicación preferente de aquel ordenamiento que contemple un mayor beneficio al gobernado respecto de sus derechos humanos, pues puede suceder que exista contraposición entre un derecho humano que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuyo caso, si éste es de mayor beneficio para la persona, es el que debe aplicarse, en observancia al referido principio y acorde con los fines de justicia, equidad y solidaridad social perseguidos por el Constituyente Permanente a partir de la reforma al artículo 1o. de la Constitución Federal.
Para describir con precisión los Conceptos de Violación, hechos valer en la presente vía, es menester precisar los artículos que nos causan perjuicio:

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

TÍTULO OCTAVO

De la Colaboración con la Justicia

Capítulo Único

De las Obligaciones en materia de Seguridad y Justicia

“...Artículo 189. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados y proveedores de servicios de aplicaciones y contenidos están obligados a atender todo mandamiento por escrito, fundado y motivado de la autoridad competente en los términos que establezcan las leyes.

Los titulares de las instancias de seguridad y procuración de justicia designarán a los servidores públicos encargados de gestionar los requerimientos que se realicen en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán:

I. Colaborar con las instancias de seguridad, procuración y administración de justicia, en la localización geográfica, en tiempo real, de los equipos de comunicación móvil, en los términos que establezcan las leyes.

Cualquier omisión o desacato a estas disposiciones será sancionada por la autoridad, en los términos de lo previsto por la legislación penal aplicable.

El Instituto, escuchando a las autoridades a que se refiere el artículo 189 de esta Ley, establecerá los lineamientos que los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán adoptar para que la colaboración a que se refiere esta Ley con dichas autoridades, sea efectiva y oportuna;

II. Conservar un registro y control de comunicaciones que se realicen desde cualquier tipo de línea que utilice numeración propia o arrendada, bajo cualquier modalidad, que permitan identificar con precisión los siguientes datos:

a) Nombre, denominación o razón social y domicilio del suscriptor;

b) Tipo de comunicación (transmisión de voz, buzón vocal, conferencia, datos), servicios suplementarios (incluidos el reenvío o transferencia de llamada) o servicios de mensajería o multimedia empleados (incluidos los servicios de mensajes cortos, servicios multimedia y avanzados);

c) Datos necesarios para rastrear e identificar el origen y destino de las comunicaciones de telefonía móvil: número de destino, modalidad de líneas con contrato o plan tarifario, como en la modalidad de líneas de prepago;

d) Datos necesarios para determinar la fecha, hora y duración de la comunicación, así como el servicio de mensajería o multimedia;

e) Además de los datos anteriores, se deberá conservar la fecha y hora de la primera activación del servicio y la etiqueta de localización (identificador de celda) desde la que se haya activado el servicio;

f) En su caso, identificación y características técnicas de los dispositivos, incluyendo, entre otros, los códigos internacionales de identidad de fabricación del equipo y del suscriptor;

g) La ubicación digital del posicionamiento geográfico de las líneas telefónicas, y

h) La obligación de conservación de datos, comenzará a contarse a partir de la fecha en que se haya producido la comunicación. Para tales efectos, el concesionario deberá conservar los datos referidos en el párrafo anterior durante los primeros doce meses en sistemas que permitan su consulta y entrega en tiempo real a las autoridades competentes, a través de medios electrónicos. Concluido el plazo referido, el concesionario deberá conservar dichos datos por doce meses adicionales en sistemas de almacenamiento electrónico, en cuyo caso, la entrega de la información a las autoridades competentes se realizará dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, contadas a partir de la notificación de la solicitud.

La solicitud y entrega en tiempo real de los datos referidos en este inciso, se realizará mediante los mecanismos que determinen las autoridades a que se refiere el artículo 189 de esta Ley, los cuales deberán informarse al Instituto para los efectos de lo dispuesto en el párrafo tercero, fracción I del presente artículo.

Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, tomarán las medidas técnicas necesarias respecto de los datos objeto de conservación, que garanticen su conservación, cuidado, protección, no manipulación o acceso ilícito, destrucción, alteración o cancelación, así como el personal autorizado para su manejo y control. Sin perjuicio de lo establecido en esta Ley, respecto a la protección, tratamiento y control de los datos personales en posesión de los concesionarios o de los autorizados, será aplicable lo dispuesto en la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares;

III. Entregar los datos conservados a las autoridades a que se refiere el artículo 189 de esta Ley, que así lo requieran, conforme a sus atribuciones, de conformidad con las leyes aplicables. Queda prohibida la utilización de los datos conservados para fines distintos a los previstos en este capítulo, cualquier uso distinto será sancionado por las autoridades competentes en términos administrativos y penales que resulten. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, están obligados a entregar la información dentro de un plazo máximo de veinticuatro horas siguientes, contado a partir de la notificación, siempre y cuando no exista otra disposición expresa de autoridad competente;

IV. Contar con un área responsable disponible las veinticuatro horas del día y los trescientos sesenta y cinco días del año, para atender los requerimientos de información, localización geográfica e intervención de comunicaciones privadas a que se refiere este Título.

Para efectos de lo anterior, los concesionarios deberán notificar a los titulares de las instancias a que se refiere el artículo 189 de esta Ley el nombre del responsable de dichas áreas y sus datos de localización; además deberá tener facultades amplias y suficientes para atender los requerimientos que se formulen al concesionario o al autorizado y adoptar las medidas necesarias. Cualquier cambio del responsable deberá notificarse previamente con una anticipación de veinticuatro horas;

V. Establecer procedimientos expeditos para recibir los reportes de los usuarios del robo o extravío de los equipos o dispositivos terminales móviles y para que el usuario acredite la titularidad de los servicios contratados. Dicho reporte deberá incluir, en su caso, el código de identidad de fabricación del equipo.

VI Realizar la suspensión del servicio de los equipos o dispositivos terminales móviles reportados como robados o extraviados, a solicitud del titular.

Los concesionarios deberán celebrar convenios de colaboración que les permitan intercambiar listas de equipos de comunicación móvil reportados por sus respectivos clientes o usuarios como robados o extraviados, ya sea que los reportes se hagan ante la autoridad competente o ante los propios concesionarios

VII. Realizar el bloqueo inmediato de líneas de comunicación móvil que funcionen bajo cualquier modalidad reportadas por los clientes, utilizando cualquier medio, como robadas o extraviadas; así como realizar la suspensión inmediata del servicio de telefonía cuando así lo instruya la autoridad competente para hacer cesar la comisión de delitos, de conformidad con lo establecido en las disposiciones legales aplicables;

VIII. Colaborar con las autoridades competentes para que en el ámbito técnico operativo se cancelen o anulen de manera permanente las señales de telefonía celular, de radiocomunicación o de transmisión de datos o imagen dentro del perímetro de centros de readaptación social, establecimientos penitenciarios o centros de internamiento para menores, federales o de las entidades federativas, cualquiera que sea su denominación.

El bloqueo de señales a que se refiere el párrafo anterior se hará sobre todas las bandas de frecuencia que se utilicen para la recepción en los equipos terminales de comunicación y en ningún caso excederá de veinte metros fuera de las instalaciones de los centros o establecimientos a fin de garantizar la continuidad y seguridad de los servicios a los usuarios externos. En la colaboración que realicen los concesionarios se deberán considerar los elementos técnicos de reemplazo, mantenimiento y servicio. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, están obligados a colaborar con el Sistema Nacional de Seguridad Pública en el monitoreo de la funcionalidad u operatividad de los equipos utilizados para el bloqueo permanente de las señales de telefonía celular, de radiocomunicación o de transmisión de datos o imagen;

IX. Implementar un número único armonizado a nivel nacional y, en su caso, mundial para servicios de emergencia, en los términos y condiciones que determine el Instituto en coordinación con el Sistema Nacional de Seguridad Pública, bajo plataformas interoperables, debiendo contemplar mecanismos que permitan identificar y ubicar geográficamente la llamada y, en su caso, mensajes de texto de emergencia; 

X. . Informar oportuna y gratuitamente a los usuarios el o los números telefónicos asociados a los servicios de seguridad y emergencia que determine el Instituto en coordinación con el Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como proporcionar la comunicación a dichos servicios de forma gratuita;

XI. En los términos que defina el Instituto en coordinación con las instituciones y autoridades competentes, dar prioridad a las comunicaciones con relación a situaciones de emergencia, y

XII. Realizar bajo la coordinación del Instituto los estudios e investigaciones que tengan por objeto el desarrollo de soluciones tecnológicas que permitan inhibir y combatir la utilización de equipos de telecomunicaciones para la comisión de delitos o actualización de riesgos o amenazas a la seguridad nacional. Los concesionarios que operen redes públicas de telecomunicaciones podrán voluntariamente constituir una organización que tenga como fin la realización de los citados estudios e investigaciones. Los resultados que se obtengan se registrarán en un informe anual que se remitirá al Instituto, al Congreso de la Unión y al Ejecutivo Federal. Las comunicaciones privadas son inviolables.

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada...”

Ambos artículos que pertenecen al Título Octavo de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.

[….].”
En breve reseña de los artículos expuestos, podemos denotar que la autoridad, no sólo autoriza, sino ordena a los concesionarios de telecomunicaciones a informar de los datos personales y demás registros que tengan de los usuarios suscritos a los mismos, implicando la localización geográfica de los aparatos de comunicación móvil, la suspensión del servicio por parte del concesionario cuando se lo ordene una autoridad, se almacenarán los datos personales, tales como nombre y domicilio, de los usuarios por dos años para que estén a disposición de las autoridades judiciales, además de hacer la manifestación de que las comunicaciones privadas son inviolables, excepto por la autoridad federal y el Ministerio Público, quienes tendrán acceso a dichas comunicaciones para intervenirlas, se bloquearán teléfonos móviles cuando sean reportados por el dueño o titular.
A criterio del suscrito quejoso, esto vulnera diversas garantías constitucionales relativas al derecho a gozar de una vida privada y al no acceso a datos personales.
En principio, creo que es de fundamental importancia transcribir y describir de manera los artículos Constitucionales y Convencionales que se tildan de violatorios de los Derechos Humanos mencionados:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ARTÍCULO 1ro. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

De aquí se desprende que todas las personas somos titulares de los Derechos Humanos contenidos en nuestra Constitución y los contenidos en los Tratados Internacionales, teniendo derecho a garantías de protección de los mismos, salvo los casos y bajo las condiciones establecidas por la misma Constitución. De igual forma la autoridad, antes de limitar el goce de los Derechos Humanos, tiene obligación de promoverlos, respetarlos, protegerlos y garantizarlos.

“ARTÍCULO 6to.- […]
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

[…]
...II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.
[…].”
“ARTÍCULO 14. […]Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho...”
“ARTÍCULO 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.

 […]
Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacidad de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito.

En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley. 

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración.
La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor.”


(Énfasis añadido)
En los artículos que preceden se pone de manifiesto a nivel constitucional, el Derecho Humano de Respeto a la Vida Privada y Protección de Datos Personales, que deben de ser respetados por todas las autoridades en el ámbito de sus competencias.

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS

“Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.”
PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

“ARTÍCULO 17

1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.”
En dichos artículos de documentos internacionales firmados y ratificados por el Estado mexicano, también se considera al respeto a la vida privada y protección de datos personales como Derechos Humanos.

Ahora bien, es necesario estudiar la figura del respeto a la vida privada y protección de datos personas, para lo cual nos sirven diversas tesis emitidas por el poder judicial de este país.

DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO GENERAL Y LA IMPORTANCIA DE NO DESCONTEXTUALIZAR LAS REFERENCIAS A LA MISMA. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha referido en varias tesis a los rasgos característicos de la noción de lo "privado". Así, lo ha relacionado con: lo que no constituye vida pública; el ámbito reservado frente a la acción y el conocimiento de los demás; lo que se desea compartir únicamente con aquellos que uno elige; las actividades de las personas en la esfera particular, relacionadas con el hogar y la familia; o aquello que las personas no desempeñan con el carácter de servidores públicos. Por otro lado, el derecho a la vida privada (o intimidad) está reconocido y protegido en declaraciones y tratados de derechos humanos que forman parte del orden jurídico mexicano, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 12), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 17), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 11) y la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 16). Al interpretar estas disposiciones, los organismos internacionales han destacado que la noción de vida privada atañe a la esfera de la vida en la que las personas pueden expresar libremente su identidad, ya sea en sus relaciones con los demás o en lo individual, y han destacado su vinculación con un amplio abanico de otros derechos, como la inviolabilidad de la correspondencia y de las comunicaciones en general, la inviolabilidad del domicilio, las garantías respecto de los registros personales y corporales, las relacionadas con la recopilación y registro de información personal en bancos de datos y otros dispositivos; el derecho a una vivienda adecuada, a la salud y a la igualdad; los derechos reproductivos, o la protección en caso de desalojos forzados. Las afirmaciones contenidas en las resoluciones nacionales e internacionales son útiles en la medida en que no se tomen de manera descontextualizada, emerjan de un análisis cuidadoso de los diferentes escenarios jurídicos en los que la idea de privacidad entra en juego y no se pretenda derivar de ellas un concepto mecánico de vida privada, de referentes fijos e inmutables. Lo único que estas resoluciones permiten reconstruir, en términos abstractos, es la imagen general que evoca la idea de privacidad en nuestro contexto cultural. Según esta noción, las personas tienen derecho a gozar de un ámbito de proyección de su existencia que quede reservado de la invasión y la mirada de los demás, que les concierna sólo a ellos y les provea de condiciones adecuadas para el despliegue de su individualidad -para el desarrollo de su autonomía y su libertad-. A un nivel más concreto, la misma idea puede describirse apelando al derecho de las personas a mantener fuera del conocimiento de los demás (o, a veces, dentro del círculo de sus personas más próximas) ciertas manifestaciones o dimensiones de su existencia (conducta, datos, información, objetos ) y al correspondiente derecho a que los demás no las invadan sin su consentimiento. En un sentido amplio, entonces, la protección constitucional de la vida privada implica poder conducir parte de la vida de uno protegido de la mirada y las injerencias de los demás, y guarda conexiones de variado tipo con pretensiones más concretas que los textos constitucionales actuales reconocen a veces como derechos conexos: el derecho de poder tomar libremente ciertas decisiones atinentes al propio plan de vida, el derecho a ver protegidas ciertas manifestaciones de integridad física y moral, el derecho al honor o reputación, el derecho a no ser presentado bajo una falsa apariencia, el derecho a impedir la divulgación de ciertos hechos o la publicación no autorizada de cierto tipo de fotografías, la protección contra el espionaje, la protección contra el uso abusivo de las comunicaciones privadas, o la protección contra la divulgación de informaciones comunicadas o recibidas confidencialmente por un particular.

VIDA PRIVADA E INTIMIDAD. SI BIEN SON DERECHOS DISTINTOS, ÉSTA FORMA PARTE DE AQUÉLLA.

La vida se constituye por el ámbito privado reservado para cada persona y del que quedan excluidos los demás, mientras que la intimidad se integra con los extremos más personales de la vida y del entorno familiar, cuyo conocimiento se reserva para los integrantes de la unidad familiar. Así, el concepto de vida privada comprende a la intimidad como el núcleo protegido con mayor celo y fuerza porque se entiende como esencial en la configuración de la persona, esto es, la vida privada es lo genéricamente reservado y la intimidad -como parte de aquélla- lo radicalmente vedado, lo más personal; de ahí que si bien son derechos distintos, al formar parte uno del otro, cuando se afecta la intimidad, se agravia a la vida privada.
DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO ES VARIABLE TANTO EN SU DIMENSIÓN INTERNA COMO EXTERNA.

El contenido del derecho a la intimidad o vida privada está destinado a variar, legítima y normalmente, tanto por motivos que podemos llamar internos al propio concepto como por motivos externos al mismo. La variabilidad interna de la noción de privacidad alude al hecho de que el comportamiento de sus titulares puede influir en la extensión de su ámbito de protección. No se trata sólo de que el entendimiento de lo privado cambie de una cultura a otra y que haya variado a lo largo de la historia, sino que forma parte del derecho a la privacidad, como lo entendemos ahora, la posibilidad de que sus titulares modulen, de palabra o de hecho, su alcance. Algunas personas comparten con la opinión pública, con los medios de comunicación o con un círculo amplio de personas anónimas, informaciones que para otras se inscriben en el ámbito de lo que preservan del conocimiento ajeno. Aunque una pauta de conducta de este tipo no implica que la persona en cuestión deje de ser titular del derecho a la privacidad, ciertamente disminuye la extensión de lo que de entrada puede considerarse incluido dentro de su ámbito de protección. Por su parte, la variabilidad externa deriva de la existencia de fuentes externas de límites al derecho, y alude a la diferencia normal y esperada entre el contenido prima facie de los derechos fundamentales y la protección real que ofrecen en los casos concretos, una vez contrapesados y armonizados con otros derechos e intereses, que pueden apuntar en direcciones distintas e incluso opuestas a las que derivan de su contenido normativo. Así, aunque una pretensión pueda en principio relacionarse con el ámbito generalmente protegido por el derecho, si la misma merece prevalecer en un caso concreto, y en qué grado, dependerá de un balance de razones desarrollado de conformidad con métodos de razonamiento jurídico bien conocidos y masivamente usados en los estados constitucionales contemporáneos. Como han expresado canónicamente los tribunales constitucionales y de derechos humanos del mundo, ningún derecho fundamental es absoluto y puede ser restringido siempre que ello no se haga de manera abusiva, arbitraria o desproporcional.

DERECHO A LA PRIVACIDAD O INTIMIDAD. ESTÁ PROTEGIDO POR EL ARTÍCULO 16, PRIMER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Dicho numeral establece, en general, la garantía de seguridad jurídica de todo gobernado a no ser molestado en su persona, familia, papeles o posesiones, sino cuando medie mandato de autoridad competente debidamente fundado y motivado, delo que deriva la inviolabilidad del domicilio, cuya finalidad primordial es el respeto a un ámbito de la vida privada personal y familiar que debe quedar excluido del conocimiento ajeno y de las intromisiones de los demás, con la limitante que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece para las autoridades. En un sentido amplio, la referida garantía puede extenderse a una protección que va más allá del aseguramiento del domicilio como espacio físico en que se desenvuelve normalmente la privacidad o la intimidad, de lo cual deriva el reconocimiento en el artículo 16, primer párrafo, constitucional, de un derecho a la intimidad o vida privada de los gobernados que abarca las intromisiones o molestias que por cualquier medio puedan realizarse en ese ámbito reservado de la vida.
En efecto, y tomando en cuenta todas las consideraciones externas expuestas, los artículos 189 y 190 de la Ley Federal de Telecomunicaciones vulneran mis Derechos Humanos, tales como Privacidad, Intimidad, Protección de Datos Personales, Debido Proceso y Seguridad Jurídica. Dicha ley me perjudica en tales Derechos Humanos por su sola entrada en vigencia, pues desde ahora mis datos personales se encuentran a disposición de las autoridades que dichos artículos tildados de inconstitucionales mencionan, y se puede tener acceso a mi geolocalización en tiempo real por cualquier dispositivo de telecomunicación que tenga en uso o pueda llegar a usar en un futuro, además de que estoy a expensas de ser objeto de intervenciones telefónicas.

El artículo 189 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión establece:

“Artículo 189. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados y proveedores de servicios de aplicaciones y contenidos están obligados a atender todo mandamiento por escrito, fundado y motivado de la autoridad competente en los términos que establezcan las leyes.

Los titulares de las instancias de seguridad y procuración de justicia designarán a los servidores públicos encargados de gestionar los requerimientos que se realicen en el Diario Oficial de la Federación.”
Bien, a diferencia de las limitaciones que con tanto ahínco se preocuparon los Ministros por poner de manifiesto en cuanto a la restricción de los Derechos Humanos de los cuales somos titulares, en cuanto a que las solicitudes se atenderán por los concesionarios cuando se trate de delitos graves e inclusive se tomaron la molestia de enumerar algunos como el secuestro, entre otros. Este artículo por sí solo pareciera no contener alguna violación a los derechos humanos, pero al imponer la obligación a los concesionarios de atender todo mandamiento y en aplicación conforme a diversas disposiciones del artículo que le sigue, el 190 de la misma ley, se convierte en el claro ejemplo de la norma que es tan general que permitiría el uso arbitrario, abusivo y desproporcionado del poder al intervenir en la Privacidad, Intimidad y Protección de Datos de los Particulares. De nuevo se pone de manifiesto que se le otorga al concesionario la facultad de determinar si los mandamientos que se le presentan son fundados y motivados, actividad que debiera corresponderle únicamente al Poder Judicial o en ningún caso a un particular.

El artículo mencionado viola en mi perjuicio el derecho humano a la privacidad o vida privada, lo que se traduce en una violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica.

El siguiente artículo es una serie de disposiciones que injieren de manera arbitraria en los Derechos Humanos en comento, lo cual desglosaré a continuación:
“Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán: 

I. Colaborar con las instancias de seguridad, procuración y administración de justicia, en la localización geográfica, en tiempo real, de los equipos de comunicación móvil, en los términos que establezcan las leyes.

Cualquier omisión o desacato a estas disposiciones será sancionada por la autoridad, en los términos de lo previsto por la legislación penal aplicable. El Instituto, escuchando a las autoridades a que se refiere el artículo 189 de esta Ley, establecerá los lineamientos que los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán adoptar para que la colaboración a que se refiere esta Ley con dichas autoridades, sea efectiva y oportuna;
[…].”
La fracción primera del artículo 190 da por sí sola mucho de qué hablar. Ya hubo el debate exhaustivo que se llevó en el Pleno de la SCJN en donde hubo posturas variadas. Para efectos útiles de la interpretación de esta fracción, es importante regresar a lo que dice el artículo 189, lo cual pone un candado perfecto para el uso arbitrario de dicha potestad conferida, pues el artículo 189 dice que se atenderá a todo mandamiento y el 190 dice que se deberá colaborar con distintas instancias de gobierno para la geolocalización de los equipos de todo mandamiento y el 190 dice que se deberá colaborar con distintas instancias de gobierno para la geolocalización de los equipos de comunicación, en los términos que establezcan las leyes. Encima de esto y obviamente previene a los concesionarios al manifestar que en caso de omisión o desacato será sancionado según disponga la legislación penal aplicable.

Entonces fundar y motivar el mandato resulta innecesario, pues en cualquier caso (todo mandato) los concesionarios tienen que brindar la información que se les solicita, aunque no medie una razón importante o suficientemente justificada para ello, pues en caso contrario se les sancionaría. Estamos ante una disposición propia de países autoritarios.

La fracción I viola en mi perjuicio el derecho humano a la privacidad o vida privada, lo que se traduce en una violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica, así como el debido proceso.

“Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán
[…]
II. Conservar un registro y control de comunicaciones que se realicen desde cualquier tipo de línea que utilice numeración propia o arrendada,

bajo cualquier modalidad, que permitan identificar con precisión los siguientes datos:

a) Nombre, denominación o razón social y domicilio del suscriptor;

b) Tipo de comunicación (transmisión de voz, buzón vocal, conferencia, datos), servicios suplementarios (incluidos el reenvío o transferencia de

llamada) o servicios de mensajería o multimedia empleados (incluidos los servicios de mensajes cortos, servicios multimedia y avanzados);

c) Datos necesarios para rastrear e identificar el origen y destino de las comunicaciones de telefonía móvil: número de destino, modalidad de líneas con contrato o plan tarifario, como en la modalidad de líneas de prepago;

d) Datos necesarios para determinar la fecha, hora y duración de la comunicación, así como el servicio de mensajería o multimedia;

e) Además de los datos anteriores, se deberá conservar la fecha y hora de la primera activación del servicio y la etiqueta de localización (identificador de celda) desde la que se haya activado el servicio;

f) En su caso, identificación y características técnicas de los dispositivos, incluyendo, entre otros, los códigos internacionales de identidad de fabricación del equipo y del suscriptor;

g) La ubicación digital del posicionamiento geográfico de las líneas telefónicas, y

h) La obligación de conservación de datos, comenzará a contarse a partir de la fecha en que se haya producido la comunicación.

Para tales efectos, el concesionario deberá conservar los datos referidos en el párrafo anterior durante los primeros doce meses en sistemas que permitan su consulta y entrega en tiempo real a las autoridades competentes, a través de medios electrónicos. Concluido el plazo referido, el concesionario deberá conservar dichos datos por doce meses adicionales en sistemas de almacenamiento electrónico, en cuyo caso, la entrega de la información a las autoridades competentes se realizará dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, contadas a partir de la notificación de la solicitud.

La solicitud y entrega en tiempo real de los datos referidos en este inciso, se realizará mediante los mecanismos que determinen las autoridades a que se refiere el artículo 189 de esta Ley, los cuales deberán informarse al Instituto para los efectos de lo dispuesto en el párrafo tercero, fracción I del presente artículo.

Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, tomarán las medidas técnicas necesarias respecto de los datos objeto de conservación, que garanticen su conservación, cuidado, protección, no manipulación o acceso ilícito, destrucción, alteración o cancelación, así como el personal autorizado para su manejo y control.
Sin perjuicio de lo establecido en esta Ley, respecto a la protección, tratamiento y control de los datos personales en posesión de los concesionarios o de los autorizados, será aplicable lo dispuesto en la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares.

III. Entregar los datos conservados a las autoridades a que se refiere el artículo 189 de esta Ley, que así lo requieran, conforme a sus atribuciones, de conformidad con las leyes aplicables.

Queda prohibida la utilización de los datos conservados para fines distintos a los previstos en este capítulo, cualquier uso distinto será sancionado por las autoridades competentes en términos administrativos y penales que resulten.
[…].”
Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, están obligados a entregar la información dentro de un plazo máximo de veinticuatro horas siguientes, cuando a partir de la notificación, siempre y cuando no exista otra disposición expresa de autoridad competente Las fracciones II y III del artículo 190 de la Ley citada, es el claro ejemplo de que ante la permisión de la violación de la Privacidad, Intimidad y Protección de Datos personales, auspiciada por la mayoría del Pleno de la SCJN, viene el abuso de las medidas y justamente porque se permitió al legislador contravenir arbitrariamente los Derechos Humanos mencionados, generando en las autoridades legislativa y ejecutiva la convicción de que su actuar no iba a ser juzgado ni tachado por el Tribunal Supremo de México.

La Fracción II violenta de manera grave e injustificada los Derechos Humanos, tales como la Privacidad, Intimidad y Protección de Datos personales, debido proceso y seguridad jurídica, pues prácticamente su propia redacción da lo suficiente para descartarlos como normas constitucionales. Se obliga por parte de las autoridades en mención sin que medie razón justificada a que se lleve un registro y control de todas las comunicaciones de manera indiscriminada. Se hace fuerte el argumento que dice que los usuarios de dichos servicios no dan su autorización para que esos datos sean conocimiento de un tercero y por ello, la autoridad está invadiendo de manera abusiva y arbitraria los Datos Personales a los cuales ni por la Constitución ni por otro ordenamiento que se pueda considerar constitucional, tiene derecho. (Nombre, domicilio, cualquier dato del suscriptor y todos los demás datos a que se refieren los demás incisos de la fracción, lo que da las condiciones propicias para el espionaje, y el uso arbitrario).
Si se entiende dichas fracciones en concordancia con el artículo 189 de la misma Ley, entonces los datos mencionados están a disposición de la autoridad, en cualquier momento que lo solicite y hasta por dos años de recabados.

Las fracciones mencionadas (II y III) violan en mi perjuicio el derecho humano a la privacidad o vida privada y Protección de Datos Personales lo que se traduce en una violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica.

“Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán

[…]
IV. Contar con un área responsable disponible las veinticuatro horas del día y los trescientos sesenta y cinco días del año, para atender los requerimientos de información, localización geográfica e intervención de comunicaciones privadas a que se refiere este Título. Para efectos de lo anterior, los concesionarios deberán notificar a los titulares de las instancias a que se refiere el artículo 189 de esta Ley el nombre del responsable de dichas áreas y sus datos de localización; además deberá tener facultades amplias y suficientes para atender los requerimientos que se formulen al concesionario o al autorizado y adoptar las medidas necesarias. Cualquier cambio del responsable deberá notificarse previamente con una anticipación de veinticuatro horas;

V. Establecer procedimientos expeditos para recibir los reportes de los usuarios del robo o extravío de los equipos o dispositivos terminales móviles y para que el usuario acredite la titularidad de los servicios contratados. Dicho reporte deberá incluir, en su caso, el código de identidad de fabricación del equipo.
[…}-“
Estas fracciones tienen un tinte más organizacional, pero se tildan de inconstitucionales pues funcionan en relación y concordancia a las otras fracciones claramente violatorias de Derechos Humanos.

“Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán

[…]
VI. Realizar la suspensión del servicio de los equipos o dispositivos terminales móviles reportados como robados o extraviados, a solicitud del titular.

Los concesionarios deberán celebrar convenios de colaboración que les permitan intercambiar listas de equipos de comunicación móvil reportados por sus respectivos clientes o usuarios como robados o extraviados, ya sea que los reportes se hagan ante la autoridad competente o ante los propios concesionarios
VII. Realizar el bloqueo inmediato de líneas de comunicación móvil que funcionen bajo cualquier modalidad reportadas por los clientes, utilizando cualquier medio, como robadas o extraviadas; así como realizar la suspensión inmediata del servicio de telefonía cuando así lo instruya la autoridad competente para hacer cesar la comisión de delitos, de conformidad con lo establecido en las disposiciones legales aplicables;


[…].”
La fracción VI y la primera parte de la fracción VII se exceden en cuanto a buena fe, pues en un mundo ideal los clientes siempre serán los que soliciten el bloqueo suspensión de su dispositivo de comunicación móvil, pero se me ocurre que en la vida real puede ser un arma utilizada por los criminales o como una broma o acto de mala fe que puede realizar una persona, hasta para probar lo absurdo de la medida cuando no hay otros elementos que permitan la identificación del cliente.

La segunda parte de la fracción VII es tan violatoria de los Derechos Humanos como las fracciones II y III, pues ahora la autoridad está facultada para suspender el servicio de telefonía para hacer cesar la comisión de delitos. No habla de delitos graves, sólo de delitos, aunque no medie urgencia ni situación apremiante de ninguna naturaleza, sólo porque sí, prácticamente. Entonces, si los Ministros y demás personas de juicio razonable, pensamos que para la limitación del goce de un Derecho Humano, se requiere que se acredite fehacientemente dicha medida, sustentada en la proporcionalidad del beneficio obtenido con ello, en pro del orden público y la paz social, llegamos a la conclusión de que esta fracción en lo absoluto cumple con ese objetivo.

Las fracciones mencionadas (VII y VII) violan en mi perjuicio el derecho humano a la privacidad o vida privada, lo que se traduce en una violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica. 

“Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán

[…]
VIII. Colaborar con las autoridades competentes para que en el ámbito técnico operativo se cancelen o anulen de manera permanente las señales de telefonía celular, de radiocomunicación o de transmisión de datos o imagen dentro del perímetro de centros de readaptación social, establecimientos penitenciarios o centros de internamiento para menores, federales o de las entidades federativas, cualquiera que sea su denominación.
[…].”
El bloqueo de señales a que se refiere el párrafo anterior se hará sobre todas las bandas de frecuencia que se utilicen para la recepción en los equipos terminales de comunicación y en ningún caso excederá de veinte metros fuera de las instalaciones de los centros o establecimientos a fin de garantizar la continuidad y seguridad de los servicios a los usuarios externos. En la colaboración que realicen los concesionarios se deberán considerar los elementos técnicos de reemplazo, mantenimiento y servicio.

Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, están obligados a colaborar con el Sistema Nacional de Seguridad Pública en el monitoreo de la funcionalidad u operatividad de los equipos utilizados para el bloqueo permanente de las señales de telefonía celular, de radiocomunicación o de transmisión de datos o imagen. Aquí la pregunta es: ¿por qué la limitación de dicho derecho a las señales de telefonía celular, radiocomunicación o de transmisión de diversos datos e imágenes? La autoridad está discriminando dichas zonas y no argumenta una razón para que los concesionarios cesen de dar servicio en los mismos. Posiblemente sea para castigar de alguna forma a los reos o impedir un motín organizado por dichos medios, pero es mucho más riesgoso para los empleados de esos centros penitenciarios en caso de que haya un motín o diverso problema dentro del mismo y su integridad física pueda correr riesgo, por no contar con dicho tipo de servicios, aun y cuando se entienda que existen teléfonos fijos dentro de los mismos centros.

Al final del día es una violación clara, discriminatoria, sin fundamento ni motivo expresado para llevarla a cabo y en este punto en particular me considero con interés legítimo para impugnarlo y hacerlo ver en esta vía constitucional, pues soy, como todo mexicano, susceptible de ser presa de tales violaciones por parte de la autoridad.

“Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán 

[…]
IX. Implementar un número único armonizado a nivel nacional y, en su caso, mundial para servicios de emergencia, en los términos y condiciones que determine el Instituto en coordinación con el Sistema Nacional de Seguridad Pública, bajo plataformas interoperables, debiendo contemplar mecanismos que permitan identificar y ubicar geográficamente la llamada y, en su caso, mensajes de texto de emergencia; 

X. Informar oportuna y gratuitamente a los usuarios el o los números telefónicos asociados a los servicios de seguridad y emergencia que determine el Instituto en coordinación con el Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como proporcionar la comunicación a dichos servicios de forma gratuita;

XI. En los términos que defina el Instituto en coordinación con las instituciones y autoridades competentes, dar prioridad a las comunicaciones con relación a situaciones de emergencia.

[….”
Respecto de estas fracciones, se actualiza en el caso de la fracción IX la violación a los Derechos de Privacidad e Intimidad, pues menciona mecanismos que permitan identificar y ubicar geográficamente la llamada y, en su caso, mensajes de texto de emergencia, lo cual ya se refirió como violatorio de los Derechos Humanos en cita.

Las otras dos fracciones (X y XI) a criterio del suscrito pueden considerarse benévolas por los que no centro mi atención en las mismas, ni pretendo que no se apliquen en mi persona.

La fracción mencionada (IX) viola en mi perjuicio el derecho humano a la privacidad o vida privada, lo que se traduce en una violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica.

“Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán

[…]
XII. Realizar bajo la coordinación del Instituto los estudios e investigaciones que tengan por objeto el desarrollo de soluciones tecnológicas que permitan inhibir y combatir la utilización de equipos de telecomunicaciones para la comisión de delitos o actualización de riesgos o amenazas a la seguridad nacional. Los concesionarios que operen redes públicas de telecomunicaciones podrán voluntariamente constituir una organización que tenga como fin la realización de los citados estudios e investigaciones. Los resultados que se obtengan se registrarán en un informe anual que se remitirá al Instituto, al Congreso de la Unión y al Ejecutivo Federal.

Las comunicaciones privadas son inviolables. Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada.
[…]-“
Aquí es donde se llega al punto más álgido de las violaciones a los Derechos Humanos. El último párrafo de esta fracción es justamente lo que algunos de los Ministros de la Corte ejemplificaban como violatorio de la Privacidad e Intimidad en contraposición a la localización geográfica de dispositivos móviles.

Además de que de ningún forma se justifica por parte del legislador llevar a cabo dicha medida, la limitación de la misma, a criterio del suscrito, implicaría que se el Derecho a la Vida Privada, Intimidad y Protección de Datos Personales, se convirtieran en letra muerta, sin ninguna protección contra la autoridad, pues autorizar al Ministerio Público la intervención de cualquier comunicación privada, sin previa autorización judicial, nos habla de un completo estado de inseguridad jurídica. A mi criterio dicha medida es criticable hasta cuando se trata de autoridad judicial, porque la misma ya implica la violación directa de la intimidad.
La fracción mencionada (XII) viola en mi perjuicio el derecho humano a la privacidad o vida privada, intimidad y protección de datos personales, lo que se traduce en una violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica.

En esta tesitura, se puntualiza que no hay duda que nos encontramos ante medidas inconstitucional desde la perspectiva de los derechos humanos, cuenta habida que es de suma importancia que la ley que regule medidas de esa naturaleza, deba ser clara y detallada, atendiendo al principio de legalidad; caso contrario, resultan normas abiertas, al permitir que la autoridad haga uso de la discrecionalidad al aplicarlas, situación jurídicamente inadmisible.

Partiendo de las premisas citadas, la garantía de legalidad debió acatarse en las invocadas normas, por un lado, para no incurrir en abusos y perjuicio de los particulares a los que se apliquen y, por otro, para establecer límites y para solicitar la medida y a los concesionarios encargados de implementarla.

 
De lo contrario, si la ley que regula una facultad lesiva de los derechos fundamentales, es discrecional u omisa, respecto de los alcances y límites de la figura, se actualizará una trasgresión grave delos derechos de las personas, que en determinado momento puedan ser sujetas de una orden de localización geográfica de equipo de telefonía móvil en tiempo real. A la luz de lo expuesto, resulta fundamental analizar cada uno de los elementos que conforman esa facultad discrecional, pues si restringe o limita de manera grave un derecho fundamental, debe contar con límites y alcances claros y precisos, además de perseguir un fin constitucional y legítimo, como lo ha sostenido ese Alto Tribunal en la siguiente tesis:

CONFLICTOS QUE INVOLUCRAN DERECHOS FUNDAMENTALES. SU RESOLUCIÓN JURÍDICA

Los derechos fundamentales, siendo en su definición más básica pretensiones jurídicas destinadas a establecer los límites que los representantes de los ciudadanos no pueden traspasar en el desarrollo de sus responsabilidades normativas, no son en sí mismos ilimitados. En efecto, su estructura normativa típica no es la propia de las reglas – normas jurídicas con condiciones de aplicación razonablemente detalladas y determinadas, que se aplican mediante razonamientos subsuntivos - sino la que caracteriza a los principios, que son imperativos jurídicos con condiciones de aplicación definidas de modo muy abierto, lo cual los destina naturalmente a entrar en interacción, en los casos concretos, con otras normas con contenidos jurídicos que apuntan en direcciones no idénticas. Es por eso que suele decirse que los derechos fundamentales operan en el razonamiento jurídico como mandatos de optimización, porque su protección y reconocimiento en los textos constitucionales presuponen naturalmente que sus exigencias normativas entrarán en conflicto con otras en los casos concretos, supuesto en el que será necesario desarrollar un ejercicio de ponderación para articular el resultado de su aplicación conjunta en esos casos. Así, en las democracias constitucionales actuales la resolución jurídica de los conflictos que involucran derechos fundamentales no parte cada vez de cero, sino que el sistema jurídico contiene un abanico más o menos consensuado de reglas o criterios que expresan lo que puede o no considerarse un equilibrio adecuado entre ellos en distintos contextos o escenarios aplicativos. Así, algunas de estas reglas están consagradas expresamente en los tratados de derechos humanos o en las Constituciones mismas, y otras se van explicitando a medida que la justicia constitucional va resolviendo casos, incluidos aquellos en los que se juzga la constitucionalidad de los límites a los derechos incluidos en las leyes. De ahí que el legislador es competente genéricamente para emitir normas que regulan y limitan derechos, pero no puede hacerlo como prefiera, sino bajo determinadas condiciones relacionadas tanto con fines como con medios, en tanto que su labor normativa - llegado el caso - debe ser cuidadosamente examinada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación para garantizar que los límites que de ella derivan estén justificados por la necesidad de proteger a su vez derechos e intereses constitucionalmente amparados, y no haya sido adoptada sobre bases arbitrarias o insuficientemente sensibles a su impacto en las condiciones de goce del derecho involucrado.

En suma y a manera de conclusión, podemos decir que los artículos 189 y 190 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, permite a diversas autoridades acceder a información confidencial de usuarios de servicios de telecomunicación, sin que medie una orden judicial de por medio, de manera obligada por el concesionario pues no se prevé la posibilidad de una negativa por parte del concesionario a brindar información, sin la intervención ni el consentimiento de los usuarios cuyos datos pueden ser revisados por simple mandato de autoridad, y que inclusive esté pasando en este momento. No sólo se permite localizar a cualquier persona de manera geográfica mediante los dispositivos de comunicación, sino que también se pueden intervenir líneas telefónicas por parte del Ministerio Público, lo cual agrava de manera sustancial las violaciones mencionadas a la Vida Privada e Intimidad.

El pretexto para violar el goce de los Derechos Humanos que el suscrito refiere violentados, parece ser el auxilio a la justicia, al brindar de nuevas herramientas para investigaciones sobre comisión de un delito, sea grave o no, y salvaguardar los Derechos Humanos a la vida, la integridad física, la libertad, etc.

A lo anterior, de la misma norma no se desprende que se justifique fehacientemente las medidas implementadas, pues al hablar de Derechos Humanos y la posible limitación de su goce, no se puede hacer de manera arbitraria, sin más limitación que lo que dicte la conciencia o buena fe del legislador. No por el hecho de permitir las violaciones a los Derechos Humanos, como la tortura, que puede ser un mecanismo muy persuasivo de auxilio a la justicia, significa que se vaya a implementar para combatir de mejor manera al crimen Los Derechos Humanos son límites al poder autoritario por naturaleza. No podemos permitir que se siga legislando en reversa de los Derechos Humanos ya conquistados. Somos muchas más personas, proporcionalmente hablando, las que nos perjudicamos con la entrada en vigor de esta ley, que los que se pudieran beneficiar de dicha implantación normativa violatoria de Derechos Humanos.

SOLICITO EL AMPARO Y PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL para mi persona, pero también, aunque sea sólo retóricamente, para los miles de personas que no están en posibilidad de impugnar dicha implementación normativa que se reclama en los dos artículos multicitados de la Ley igualmente mencionada en reiteradas ocasiones. Que no se permita que los Derechos Humanos que debieran estar en boga, tales como Vida Privada, Intimidad y Protección de Datos Personales

VII.- DERECHOS HUMANOS QUE SE ESTIMAN VIOLADOS:

Artículos 1, 6, 14 y 16 20 apartado B), fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 12 y 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el artículo 16 de la Convención sobre Derechos del Niño y el artículo 11 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos.

1.- Derecho a la vida privada o privacidad.

2.- Derecho a la intimidad.

3.- Derecho a la Protección de Datos Personales.

4.- Principio de Legalidad y Seguridad Jurídica.

5.- Debido Proceso.

6.- Derecho a la Autodeterminación.

VIII.- SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación a los artículos 125,128 y 129 de la Ley de Amparo, solicito atentamente a Su Señoría se otorgue, en mi favor y beneficio, la SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS, PRIMERO LA PROVISIONAL Y EN SU OPORTUNIDAD LA DEFINITIVA, ésta una vez que se haya sustanciado el Incidente relativo. Dicha suspensión es solicitada por lo que respecta a todas las consecuencias de hecho y de derecho derivadas de la aprobación, expedición, promulgación, refrendo y publicación del citado decreto que expide la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el catorce de julio del 2014, las cuales ya entraron en vigor y causan perjuicio al suscrito por ese solo hecho. Dicha suspensión tendrá el efecto de que, por lo que hace exclusivamente a los artículos 189 y 190 de la ley combatida que se reclaman de inconstitucionales, las cosas se mantengan en el estado en que se encontraban antes de su entrada en vigor, sin que se lleve a cabo la ejecución de los mismos, hasta en tanto se resuelva en definitiva el amparo solicitado y de forma específica para que no seamos objeto de imposición de actuaciones ilegales por parte de las autoridades responsables, hasta la total terminación del juicio que se promueve.

Es procedente otorgarme la suspensión solicitada, al no verse afectado el interés social ni contravenirse disposiciones de orden público, además de que, en el caso de negárseme dicha suspensión podría ejecutarse el acto reclamado causándome daños o perjuicios de imposible reparación. Por otra parte, los actos reclamados constituyen una restricción de mis derechos y garantías constitucionales, lo cual en un estado de derecho no se puede ni se debe permitir. Para fortalecer la solicitud de suspensión de los actos reclamados que se formula, se invoca el criterio sostenido en la jurisprudencia y la tesis que a continuación se reproducen:

SUSPENSION CONTRA UNA LEY

Es procedente la que se pide contra una ley cuyos preceptos, al promulgarse, adquieran el carácter de inmediatamente obligatorios, que se ejecutarán sin ningún trámite y serán el punto de partida para que se consumen, posteriormente, otras violaciones de garantías.

SUSPENSION CONTRA UNA LEY

Conforme a la jurisprudencia de la Corte, la suspensión contra una ley es procedente, cuando al promulgarse, los preceptos de ella adquieran el carácter de inmediatamente obligatorios, o sea, se consumen posteriormente otras violaciones de garantías. 
Por lo expuesto, A Usted C. JUEZ DE DISTRITO, atentamente pido se sirva:

PRIMERO.- Tener por presente demandando EL AMPARO Y PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL en contra de los artículos 189 y 190 fracciones I, II, III, VI, VII, VIII, IX y XII de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.

SEGUNDO.- Requerir a las autoridades responsables los informes previos y justificados.
TERCERO.- Fijar día y hora para que tenga verificativo la audiencia Constitucional.

CUARTO.- Conceder la suspensión provisional y en su momento la definitiva en contra del acto reclamado, solicitando desde este momento se expida a costa del suscrito copia certificada de la suspensión provisional que se decrete.

QUINTO.- En su oportunidad, previos los trámites de ley, conceder el Amparo solicitado a fin de que se respeten los Derechos Humanos reiteradamente mencionados en el cuerpo de la demanda.


Guadalajara, Jalisco, a la fecha de su presentación.

_____________________________

NOMBRE
Aceptamos el cargo que en este escrito se nos confiere, protestando su fiel y legal desempeño.

___________________________________________

JORGE ALBERTO CONTRERAS BRAVO
Ced. Federal No. 3258864
__________________________________

MURICIO VIRUÉS CARRERA
Ced. Federal No. 6098428
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